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Introducción

En nuestra tesis de doctorado (Magistris, 2016)
, hemos abordado la cuestión del gobierno de la infancia en modo estrecho con la institucionalización de los derechos en el escenario de los nuevos sistemas de protección de los mismos. Parte del desarrollo que reponemos en esta presentación, especialmente en el capítulo 1 de esa tesis, se centró en explorar las características, alcances y debates que suponen reflexionar sobre el gobierno de la infancia en el apogeo de la retórica de derechos.
Gobierno y gubernamentalidad. Claves de reflexión sobre la regulación social de la infancia

Para la investigación mencionada, desplegamos un abordaje plural y diverso del marco conceptual sobre gobierno y gubernamentalidad, desarrollados por Foucault – y continuado, ampliado y resignificado por otras corrientes contemporáneas-, contemplando las características específicas que denota el gobierno de la infancia. Nos encontramos de esta manera con escasa literatura especializada sobre el gobierno de la infancia, al mismo tiempo que abundante bibliografía sobre temáticas vinculadas al gobierno en general, que no siempre se ajustaban estrictamente a nuestras preocupaciones analíticas. 

Lo más significativo que recuperamos de las tradiciones que reflexionan a través de la lente de la gubernamentalidad, es el entrecruzamiento dos dimensiones analíticas, que resultan frecuentemente separadas en los planteos teóricos: por un lado, la genealogía de los procesos históricos, de gobierno -a las que Foucault (2006) denomina “racionalidades políticas”-, y por el otro, la “microfísica del poder”, el estudio sobre la producción de subjetividades (a las que Foucault llama “tecnologías”)
. Dimensiones que, según nuestra postura, actúan imbricada e inseparablemente. 

En lo que refiere al concepto de gubernamentalidad, asumimos más que nada un enfoque analítico emparentado (en tanto herramienta heurística) y no la aplicación lisa y llana de aquél
. Especialmente porque nuestra inquietud no se centró en hacer un análisis general de las nuevas racionalidades sobre el gobierno de la infancia, que implicarían un estudio de corte histórico más profundo y diacrónico de largo plazo. Nuestra preocupación, por el contrario, se centró más en los procesos microsociales –en el caso aquellos que se dirigen a la protección y restitución de derechos de los niños/as- que se insertan en escenarios políticos, históricos y sociales determinados, en un juego dialógico y de mutua interacción; pero sin alcanzar a realizar un análisis de tal grado de abstracción. 
Así es como nos introducimos en la noción de “gobierno”, la cual devino esencial a los fines de dimensionar tanto las prácticas institucionales vinculadas al “gobierno de los derechos”, como aquellas prácticas capilares, cotidianas, vinculadas a trabajadores de este ámbito, que se despliegan tanto para el enderezamiento de conductas y la regulación de las relaciones sociales infantiles como para la significación y categorización de derechos en el escenario de las políticas de protección de derechos de los niños/as. 

Tomamos la conceptualización que asume al gobierno como el campo posible de acción sobre los otros (Foucault, 1991) y como patrones de poder y regulación que se forman, guían y gestionan la conducta social (Haney, 2010). Hablamos de gobierno en un sentido amplio en la medida que a partir de esta noción se hace referencia al campo posible de acción sobre los otros (Foucault, 2006) a través de modos más o menos sistematizados y regulados de poder en donde ya no priman la metáfora bélica, ya no es blanco el cuerpo sino la acción sobre los otros y en ocasiones, sobre uno/a mismo/a. 

Con relación a la particularidad que asume el gobierno de la infancia,  no podemos soslayar el trabajo de Donzelot (1979), pionero en este campo, quien logró dar cuenta de la conformación del dispositivo tutelar dirigido a los niños/as y sus familias en Francia, entre los siglos XVIII y XIX, a través de determinada organización institucional, recursos y actores específicos (los profesionales). Mediante este entramado, se comenzó a demarcar el campo de las políticas de infancia, interviniendo respecto de un sector de la población joven (la infancia y familia pobre), articulando disciplinas, saberes y cursos de acción (y clasificación) que se construyen como hegemónicos en torno del gobierno de la infancia.

Este autor describe de un modo muy detallado el pasaje que se produce del gobierno de las familias (en el Antiguo Régimen, donde las familias operaban como sujetos políticos) al gobierno a través de la familia (o sea, la familia ya no como sujeto sino como objeto de control a la vez que de liberación y/o autonomía). Es en esa instancia que se produce una fuerte conexión entre la asistencia pública y la justicia de menores, así como entre distintos saberes como la medicina, la psiquiatría y más tarde el trabajo social. La familia pasa a convertirse en objeto de gobierno directo, a través de  una intervención correctiva y salvadora, postulando la defensa de sus miembros (Donzelot, 1979: 92). Este proceso delimitará dos infancias bien diferenciadas y sometidas a dos tipos de prácticas: para el niño de las familias burguesas se traza un ámbito que delimita su campo de desarrollo con los aportes de la psicopedagogía y bajo una discreta vigilancia (liberación protegida). Para el niño de los sectores populares se aplicará la libertad vigilada con una fuerte preocupación por los “excesos” de libertad y el abandono en la calle, introduciendo a los niños/as en los espacios de mayor vigilancia, la escuela y la vivienda familiar
.

Este esquema se ha aplicado de modo extendido –y muchas veces con una escasa cuota crítica- a la realidad del gobierno de la infancia en América Latina, lo cual nos compele a hacer algunos comentarios específicos para dimensionar su aplicación en nuestra región. 

En primer lugar, una aplicación acrítica de los postulados de este autor a nuestro contexto ha supuesto equiparar al gobierno de la infancia como mero reflejo de un disciplinamiento vertical y unilateral sobre la población y categoría infantil. Se ha asumido, en esta línea, que el disciplinamiento es algo intrínsecamente “malo”, del cual nos deberíamos liberar. Por el contrario, creemos que las distintas formas de resistencia no resultan externas sino que son inmanentes al propio sistema. Explicitar entonces los procesos de disciplinamiento resulta útil para tornar más visibles las opciones políticas y las ideologías morales que acompañan a las políticas de intervención en determinado contexto. Pero no tiene la intención de desvalorizar globalmente las intervenciones sino entenderlas como parte esencial de las formas contemporáneas de gobierno. 

En segundo lugar, comparamos de una manera contrastante, el caso francés sobre el que escribe el autor, con detalles de ese contexto histórico, vinculado a la universalización de la enseñanza y la fuerte influencia del ideario socialista que luego derivará en la implementación del Estado de bienestar social. Donzelot escribe su libro en la época prospera de la posguerra, en el cual el Estado aparece como fuertemente centralizado y profesionalizado. La familia es retratada a su vez como forma positiva de solución de los problemas, a raíz de una definición liberal del Estado, solución que emergió de un determinado conjunto de circunstancias que en otros lugares no son exactamente replicables. (Donzelot, 1979: 56). 

Otra diferencia sustancial que encontramos con la perspectiva de Donzelot, al pensarla para nuestro contexto y tiempo histórico específico, es que el “gobierno de la familia” deviene modificado en la medida en que ya no se persigue la sustitución de las familias, o servirse de ellas como mero instrumento de gobierno, sino que ahora la misión es trabajar “con las familias”, a fin de proveer a su propio gobierno, por medio de su misma transformación (Schuch, 2009; Grinberg, 2014; Villalta, 2013; Vianna, 2010; Colangelo, 2012; Barna, 2012)
.

Recapitulando lo dicho hasta aquí, la noción de gobierno que utilizamos es, en un sentido, restringida, a la vez que laxa, asumiéndola como el campo posible de acción sobre los otros y como patrones de poder y regulación que se forman, guían y gestionan la conducta social. Noción que incluye tanto la noción de dirección y/o encauzamiento de la conducta como las formas de discursos y prácticas de gobierno en contextos sociohistóricos específicos (Grinberg, 2006). Asimismo, nos permite dar cuenta tanto de las técnicas y prácticas que tienen  por objeto disciplinar y/o moralizar, reprimir, castigar, como también encauzar, reencauzar, enderezar, transformar, proveer recursos diversos (Villalta, 2013). 
Gobierno y derechos de los niños/as en el campo de los estudios sociales de infancia.
Partimos de comprender a la infancia como una institución atravesada por formas organizacionales y contextos particulares, signados tanto por las estructuras discursivas, como por las relaciones de poder en las que se halla inmersa. Esta posición se inscribe en la tradición constructivista, incorporando a la vez algunos elementos del enfoque relacional. La tradición constructivista es recuperada en este trabajo en tanto que partimos de considerar a la infancia tanto una categoría social como una formación discursiva, que se construye socialmente en procesos de producción y reproducción social singulares. Por esa razón pretendemos reflexionar sobre las prácticas de gobierno que constituyen y rodean al proceso de institucionalización de derechos de los niños, no como un proceso dado, preestablecido, sino construido con matices, contradicciones y singularidades específicas. 

Asimismo, concebimos los derechos de los niños/as de modo amplio, en tanto proceso primario de regulación y ordenamiento social. Los derechos  emergen, en este sentido, como una de las arenas claves para indagar cómo las experiencias sociales de infancia son modeladas y controladas, al mismo tiempo que evidencian ser articuladores privilegiados entre estructura y agencia (James y James, 2004). El derecho y sus mecanismos institucionales incorporan y refuerzan además los límites entre la infancia y la adultez, puesto que es a través de la ley que las visiones de los adultos sobre niños e infancias son expresadas (James y James, 2004: 215). La concepción de la infancia adoptada dentro de cualquier área del derecho impacta además significativamente en la manera en que el niño/a es tratado/a o sus necesidades e intereses atendidos/as (James y James, 2004: 80).

En efecto, es por intermedio del derecho que las vidas cotidianas de los niños/as como tales son construidas y reguladas. Se considera así que el derecho es un espejo institucional marcadamente significativo respecto de la construcción social de la infancia al reflejar las perspectivas adultas que subyacen a la ley. 

Así es como los derechos de los niños/as comienzan a tomar un lugar importante en el campo de los estudios sociales de infancia. Diversos autores plantean, en esta línea, el surgimiento de un nuevo paradigma al interior del campo de la sociología en la década del ’70 -fortalecido en la siguiente década- que implica entender a la infancia, las relaciones sociales y la cultura de los niños/as, como dignas de estudio en sí mismas, y no solamente respecto de su construcción hecha por adultos
. 
Por su parte, de modo paralelo a la adopción de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (en adelante, CDN), la retórica de derechos se vuelve tópico central de la investigación social, especialmente debido al propósito de los investigadores de mejorar la posición y valoración de los niños en la sociedad, como modo de promover la agencia infantil. El crecimiento del interés sociológico sobre los niños y la infancia coincide así con el desarrollo del movimiento por los derechos del niño moderno, sugiriendo algunos ejes de estudio en paralelo, como la agencia infantil (sociología de la infancia) y el derecho a la participación (discurso de los derechos del niño). A su vez, la CDN, en tanto instrumento, aparece como punto de partida de cualquier abordaje analítico, de modo altamente generalizado, como casi no ocurre con otros instrumentos de derechos humanos, especialmente mediante el estudio de su implementación, monitoreo y evaluación en los numerosos países que la han ratificado.

Por su parte, con respecto a la inclusión de la temática del gobierno en el campo de los estudios sociales de infancia, es importante tener en cuenta que ha estado tradicionalmente vinculado a analizar su gobierno en un sentido restringido, mayormente centrado en la dimensión del control social “duro”, vinculado a las agencias del sistema penal juvenil o a los mecanismos institucionales de evaluación y tratamiento siguiendo la categoría de riesgo. Nuestra línea por el contrario, se embandera en la identificación de una faz de control social “más invisible”, capilar, porosa, que se imbrica inseparablemente, en el propio sistema de protección de derechos de los niños/as
. Asumiendo que protección y control no aparecen como dos opuestos, sino entrelazados y en conflicto y/o tensión permanente. 

Tecnologías contemporáneas de gobierno “territorializado” de la infancia

Conceptualizar al gobierno sobre la infancia implicó una reflexión estrecha con los modos específicos que adquiere la proximidad y la territorialización en este campo. 
Tres aspectos emergieron como centrales para este análisis. Esos tres aspectos, entendidos como tecnologías contemporáneas del gobierno de la infancia, consisten en complejos de mecanismos, técnicas y dispositivos mundanos a través de los cuales los diversos tipos de autoridades pretenden conformar, normalizar, guiar, e instrumentalizar las ambiciones, aspiraciones, pensamientos y acciones de los otros, a los efectos de lograr los fines que ellas consideran deseables (Rose y Miller, 1992).

Jurisdicciones próximas ocupándose de la gestión de la infancia.
Nos referimos al proceso de territorialización del nivel central del Estado en materia de la política asistencial, a través de su puesta en marcha en los espacios territoriales provinciales y municipales como estrategia para promocionar la visibilidad y el carácter autónomo en la gestión de recursos asistenciales en territorios locales.

En lo que respecta al ámbito particular de la protección de derechos de la infancia, en el año 2005 se sancionó a nivel nacional la ley Nro. 26.061, “de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, derogando la ley anterior, de patronato de la infancia
. 

Uno de los cuestionamientos neurálgicos que se realizaban al sistema de patronato de menores fue la centralización y despersonalización de estas políticas y su competencia exclusiva en cabeza del poder judicial. Es por ello que la nueva normativa priva al poder judicial de una serie de prerrogativas que antes estaban en su cabeza exclusivamente, estipulando a la vez nuevas facultades para los organismos administrativos denominados de “protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes”, que funcionarían descentralizadamente próximos a la realidad social cotidiana de los niños/as. Estos organismos conformarían un Sistema de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, integrado, siguiendo a la ley, por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privada, en el ámbito nacional, provincial y municipal, poniendo en primer plano la transversalidad e integralidad en el diseño e implementación de las políticas específicas del área. Como parte de esos Sistemas de Protección, se reconocen distintos niveles: federal, nacional, provincial. Esta misma reorganización y puesta en funcionamiento de nueva institucionalidad, es adoptada por la ley provincial 13.298, siguiendo los lineamientos de la ley nacional. 

Este proceso coincide con la mayor centralidad que adquiere la gestión pública local, donde los municipios han traspasado, desde hace tiempo, las funciones tradicionales de la iluminación, barrido y limpieza, y en muchos casos lideran o inciden fuertemente en las políticas productivas y sectoriales. (Chiara, Moro, Ariovich y Jiménez, 2010).

En el caso particular del campo de las políticas de infancia en la provincia de Buenos Aires, la complejidad que encierra la implementación reciente del sistema de protección de derechos a partir de la sanción de la ley local, ha implicado disputas y reacomodamientos de actores, programas, dispositivos y competencias en lo relativo a la gestión social de la infancia. Esto supuso además la puesta en juego de las responsabilidades locales en la intervención social respecto de esta población, lo que ha implicado un particular desafío para la provincia al verse compelida a implementar la institucionalización de los derechos en un contexto altamente heterogéneo, en 134 municipios con lógicas de autonomía de distinto grado y actores, políticas y programas de distinto nivel. (Magistris, 2012).

El presupuesto detrás de esta perspectiva, es que la mejor manera de contener, promover y proteger a un niño/a debe darse, si es posible, en el contexto de su propio barrio. 
Actores múltiples y diversificados en relación a la protección de la infancia. 

Otro mecanismo que asume la territorialización es la existencia de pluralidad y heterogeneidad de actores que se disputan, tensionan y debaten intereses, valores y modos de intervención sobre la “cuestión social infantil” y sus derechos. No es algo novedoso que en este campo exista una multiplicidad de actores que dirimen su autoridad para gestionar y tener voz autorizada frente a la competencia para dirimir y gestionar la infancia. Indudablemente ello forma parte de un encuadre más amplio que requiere asumir que la protección social en Argentina obedece a esa profusión y pluralización de actores.

La singularidad que supone reflexionar sobre este aspecto de la territorialización en los marcos de protección de derechos de los niños, conduce a considerar, en primera medida, la histórica distancia de los sectores populares con las instituciones, lo cual ha fortalecido la existencia de otras formas de “lo social”, vinculado a lo territorial. El “territorio” se constituye así como un espacio dinámico de pertenencia local, donde se potenciarían las redes de proximidad y contención (Álvarez Leguizamón, 2008), que colaboran (o dificultan) la ampliación de derechos de los niños/as
. 

Asimismo, esta cuestión recién reseñada debe relacionarse, además, a la incorporación del enfoque de derechos en el ámbito de las políticas de infancia, que implicó la aparición de nuevos actores que se sumaron a los tradicionales (juzgado de menores, hoy divididos en juzgados de familia y/o responsabilidad penal juvenil), organizaciones sindicales, profesionales, políticas, sociales, instituciones estatales y comunitarias, que se embanderan tras la protección de los derechos de los niños/as, estableciéndose distintos modos de articulación entre los mismos, que implican el consenso, la oposición, el debate y el armado de redes de trabajo.

Los saberes de la protección: La afectivización, el compromiso y la profesionalización. 

Otra cuestión vinculada a la proximidad se refiere a los saberes que serán necesarios para proteger y restituir derechos de los niños/as y adolescentes. Así, saber asistir y  proteger derechos de los niños/as, no residirá únicamente en poseer un saber experto-técnico para resolver problemáticas de los niños/as, adolescentes y sus familias, sino que devendrá fundamental comprometerse con la gente, renunciar a las ambiciones personales de prestigio y dinero y fundar la satisfacción propia en el sufrimiento ajeno (Perelmiter, 2011: 156). A lo que afirma esta autora, con la especificidad del campo de protección de la infancia, agregaría que se despliega también un ethos sensible, comprometido con el sufrimiento de los niños/as y sus familias, teniendo en cuenta el carácter emocionalmente cargado de la infancia (Aries, 1987). Lo cual es profundizado por Zelizer al resaltar el proceso de sentimentalización de la infancia (Zelizer, 1985). El compromiso, el carácter afectivo y “militante”, que vincula la tarea con los niños/as y adolescentes, se articula de esta manera con la territorialización. 

No obstante, esta valoración de saberes comprometidos, sensibles, militantes, conviven con la profesionalización del campo. Con el término “profesionalización”, queremos significar el proceso por el cual se traduce la gestión social en general y de la infancia en particular, en una necesidad a ser abordada por determinados especialistas, con sus consecuentes saberes e instituciones que aparecen como prioritariamente legitimados. Al mismo tiempo, la profesionalización del sistema de protección de derechos se plantea como necesaria para intervenir y disputar intereses y posiciones en el campo. 

En efecto, la exigencia normativa de ciertas profesiones que exclusivamente pueden integrar los Servicios Locales de Protección de Derechos (abogado/a, trabajador/a social, psicólogo/a, médico/a), coincide con aquellos profesionales que tradicionalmente han entendido en la resolución de problemáticas individuales relativas a la vulneración de derechos de los niños y niñas
, a los que se les exige  algunas cuestiones que se entiende centrales a la función de los Servicios Locales: certificar, evaluar, diagnosticar; atadas con la responsabilidad profesional  necesaria para desempeñarse en el sistema.

El “experto” emerge como una figura clave en tanto autoridad que se supone neutral y autorizada. Además, siguiendo a Fraser (1991), el discurso experto constituye algo más que un espacio de integración de conocimiento científico; se trata de un recurso para la legitimación de las prácticas, habilitando condiciones de posibilidad en unos casos y obstáculos y restricciones en otros. En la figura del experto, una competencia se transforma en autoridad social. Esto se vincula con los modos en que los profesionales se disputan la interpretación “legítima” de las necesidades (Fraser, 1991), a partir de la creación de nuevos y mayores organismos dirigidos a la protección de derechos de los niños y niñas. 

Gobernando “con las familias”, gobernando “con la comunidad”.

Un aspecto vinculado a la territorialización como  proximidad, es lo que algunos llaman la comunitarización y familiarización (Rose, 2007) de las problemáticas que envuelve a los niños/as y adolescentes, esto es, el mecanismo por el  cual se descarga –parcial o totalmente- la responsabilidad de la protección sobre los grupos primarios, mediados por relaciones de cercanía, asumiendo tanto formas familiares como “propiamente comunitarias”, como las organizaciones de la sociedad civil (Danani, 2008). Esto guardaría estrecha relación con la individualización de la protección social de las políticas de las últimas décadas, en tanto la orientación general de éstas se caracteriza, muy especialmente, por vincular las condiciones de vida de las personas con su situación y sus prácticas como  individuo (Merklen, 2013)
La comunidad se instaura como un espacio de gobierno, heterogéneo y plural, donde confluyen pequeñas y múltiples instancias de regulación (Rose, 2007). Esta apelación a la comunidad parecería aludir a un espacio social cerrado, en la que los individuos comparten una identidad común, se identifican y rechazan la existencia de conflicto mientras que la sociedad se constituiría como un espacio social abierto, en la que los sujetos se reconocen como desiguales, con identidades diferentes y con conflictos de intereses. (de Marinis, 2005).  

Merklen encuadra este proceso en el desarrollo avanzado y acelerado de modernización social que supone el despliegue de un nuevo individualismo que se extiende en una coyuntura labrada por dinámicas de individuación (Merklen, 2013: 45).  Este “nuevo individualismo” presupone la existencia de dispositivos que operan sobre subjetividades individuales, desplegándose una exigencia potente de individuación que recorre todas las instituciones, mayormente en la forma de responsabilización de los sujetos (responsabilidad de su propia suerte, de su actuación social, y de las consecuencias de su participación en la vida social). Así, este proceso se constituye sobre el agente activo responsable, como un tipo de racionalidad de gobierno propia de las sociedades pos-disciplinarias (Rose, 2007; Fraser, 2003). Emerge una nueva ética del individuo activo, elegidor, responsable, autónomo, obligado a ser libre y a vivir la vida como si fuera un  mero resultado de elecciones (Rose, 2007)
. Los seres “gobernables” pasan a considerarse sujetos que han de volverse activos en su propio gobierno. 

Advertimos que estas dinámicas de individuación se despliegan de modo particular en los sistemas de protección de derechos dirigidos a niños/as y a sus familias, en la medida que uno de los objetivos centrales de estos sistemas se sostiene ya no en la sustitución de las familias, sino en la construcción conjunta de criterios, procedimientos y acciones -entre profesionales, familias y otros actores “comunitarios”-, destinadas a proteger y/o restituir los derechos de los niños y niñas, que requieren su participación activa, colaborativa y responsable. En efecto, no se trata de suplantar a las familias, sino trabajar con ellas, buscando su transformación (Grinberg, 2014).

Esos sujetos gobernables, a los que se les exige tales posiciones y roles en la protección de los derechos de los niños/as se reflejan tanto en la comunidad (en el sentido bien laxo del término) como en la propia familia y los mismos niños/as sujetos de la intervención, con distintos pesos, sentidos y tensiones. 

Desde formas de ejercicio de poder, modos de acción pedagógicos, suaves y sutiles y no de mera imposición. Aunque sí existen estos modos más cercanos a la imposición y pueden desplegarse cuando la familia no se autogobierne (Grinberg, 2014). Predomina así una intervención correctiva con modalidad pedagógica (consejo, enseñanza, orientación) (Cerletti y Santillán, 2015).
Comentarios finales

A través de esta presentación quisimos desplegar algunos aportes conceptuales relativos al vínculo entre la infancia, los derechos y su gobierno, fruto de una investigación doctoral. El aporte nodal de esta conceptualización residió en haber identificado el enfoque de derechos y los modos de regulación y gobierno sobre la infancia no de modo separado, como tradicionalmente se presenta en el campo de los estudios sociales de infancia, sino en su mutua interacción y complejidad, asumiendo además que son las prácticas cotidianas, dinámicas y situadas de actores concretos y determinados, las que definen las maneras en que actualmente se desenvuelve la gestión sobre la infancia y el alcance (y fronteras) de sus derechos
. Para tal fin, no nos detuvimos en señalar fallas, crisis o contradicciones entre “nuevos” o “viejos” modos de regulación (Donzelot, 1979), sino en analizar la emergencia de nuevas técnicas de regulación y gobierno de la infancia y sus modos de despliegue en un contexto histórico y social determinado, tanto en sus regularidades como en sus singularidades, especialmente en su relación con la proximidad y territorialización, aspectos claves del gobierno de la infancia. 
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� Se trató de una tesis de doctorado en ciencias sociales (UBA, 2016), sobre las prácticas de protección y restitución de derechos de niños/as y adolescentes (en dos municipios del conurbano bonaerense) como modo de regulación y gobierno de la infancia en un marco de institucionalización de los derechos.


� Las primeras se refieren al conjunto de principios que regulan, legitiman y guían la acción y responden a la pregunta de ¿Qué debe ser gobernado? ¿Por quién? Se apunta con estos principios a identificar cómo se producen nuevas formas de verdad, creando nuevos espacios de gobierno (Lemke, 2002). Las segundas, remiten a un enfoque de “microfísica del poder”, ya que comprenden los complejos de programas mundanos, técnicas, aparatos, dispositivos, procedimientos, intervenciones.


� Sin embargo, sí comulgamos con algunas implicancias generales, coherentes con este concepto, en tanto enfoque analítico. Esto es: 1) El carácter contingente de los procesos sociopolíticos, asumiendo que nada está dado de antemano ni existe una verdad acerca de ningún fenómeno a priori. 2) el descarte de objetivos basados en buscar “la verdad” de la política sino implicancias para sujetos singulares, situados y concretos y 3).La preocupación por las prácticas mundanas, capilares (Foucault, 1979), en conexión con las prácticas macroestructurales, esto es, las racionalidades. (Musetta, 2010).


� Donzelot (1979) retratará así como se logran diseñar y efectivizar determinados tipos de intervención social, acordes al contexto y los actores, con sus interpretaciones contestadas, y de qué modo se plantean disputas permanentes sobre la legitimidad para intervenir respecto de la infancia, así como qué agentes resultan privilegiados para hacerlo. Así, este autor logra describir las formas de gestión de “lo social” referidas a la asistencia y represión de los niños, niñas y adolescentes, incluyendo tanto a la infancia “peligrosa” como a la infancia “en peligro”, a través de distintos mecanismos de tutela dirigidos fundamentalmente a enderezar la conducta de los niños/as y sus familias.  


� Las características del gobierno con las familias, basado no tanto en la imposición de conductas sino en la búsqueda de acuerdos, consensos y alianzas entre trabajadores de la protección y las familias, ha sido desarrollado in extenso en otros de los capítulos de la tesis y por razones de brevedad no profundizaremos en esto aquí. 


� Es decir, que los niños comienzan a ser vistos como activamente involucrados en la construcción de sus propias vidas, las vidas de los que los rodean y las sociedades en que viven (James y Prout, 1997; James y James, 2004). 


� Siguiendo la línea de trabajo de Villalta (2010a y 2010b), Grinberg (2008) y Llobet (2014).


� Esta norma implicó la derogación de la antigua ley de Patronato de Menores 10.903 (aquella que en 1919 consagró la facultad de la tutela estatal para el caso de niños en “situación de abandono moral y/o material”) y por otra, una cierta reorganización y adecuación institucional en concordancia con el enfoque de derechos que se pregonaba. 


� En esta línea, este acento de los espacios próximos a los sujetos, se profundiza de modo paralelo a la territorializacion de los sectores populares (Svampa, 2005). El barrio aparece como el espacio de socialización por excelencia y como foco central de gestión (Santillán, 2011), complementando o sustituyendo los espacios dejados libres por la denostada institucionalidad estatal en los ‘90. 


� De todos modos, es de resaltar que en la práctica se generan disputas, debates, y apropiaciones locales que logran resignificar esa conformación En la mayoría de las jurisdicciones de la provincia de Buenos Aires, por ejemplo, la figura del médico se ha considerado innecesaria y se han comenzado a incluir algunas otras disciplinas, como la sociología y la antropología, en base a interpretaciones singulares respecto de “lo que tiene que ser y hacer un servicio local”.


� Al mismo tiempo, se despliega un cierto “mito del empoderamiento”, tal como enuncia Haney al partir de comprender a la vulnerabilidad social como una patología personal, comprendiendo que la única salida es a través de una estrategia de responsabilización, sin discutir la marginalización social. Empujando a los individuos a tomar la responsabilidad sobre cuestiones que están fuera de su control (Haney, 2010: 177).


� Esto último no fue desplegado en profundidad en esta ponencia, pero sí en el desarrollo de la tesis de referencia.





